
 

F
edea vuelve a poner negro so-
bre blanco las cuentas de la 
Seguridad Social. Su análisis 
llega a la conclusión de que 

sin la ayuda del Estado para pagar las 
pensiones, el déficit básico del siste-
ma se sitúa en 69.800 millones de eu-
ros y que, a pesar de la reactivación 
del Fondo de Reserva con las nuevas 
cotizaciones del mecanismo de equi-
dad intergeneracional (MEI), la deu-
da neta del sistema crece a un ritmo 
del entorno de los 6.000 millones de 
euros anuales. Cifras que dejan un pa-
norama inquietante para el organis-
mo público, en el que ya han aterri-
zado, aún de una forma muy suave, 
los ‘boomers’, una generación de 14 
millones de personas con largas ca-

rreras de cotización y con derecho a 
pensiones elevadas. 

Las pensiones no podrían pagarse 
hoy sin la ayuda de los impuestos y 
de la deuda pública, que en el caso de 
la Seguridad Social supera los 126.000 
millones de euros. El desfase entre 
ingresos y gastos del sistema crece 
irremediablemente, como también lo 
hace su endeudamiento. En los últi-
mos años el crecimiento de los ingre-
sos ha sido histórico por factores 
como la creación de empleo y la su-
bida de los sueldos, pero también por 
la espiral de aumentos de cotizacio-
nes sociales e impuestos, una vía a la 
que abrió las puertas de par en par la 
reforma de pensiones del ministro 
José Luis Escrivá y se ha instalado en 
la economía española. 

El trabajo de investigación que fir-
ma Ángel de la Fuente, expone que 
hasta 2011 los ingresos de la Seguri-
dad Social antes de transferencias del 

Estado permitían cubrir sus gastos 
contributivos, pero que desde 2012, 
coincidiendo con la Gran Recesión, 
ha sido necesario inyectar al organis-

mo que paga las pensiones un «volu-
men creciente» de recursos proce-
dentes de impuestos generales para 
complementar la financiación de las 
prestaciones contributivas, lo que ha 
exigido un fuerte aumento de las 
transferencias del Estado, cuyo volu-
men se acerca en la actualidad a los 
cuatro puntos de PIB, cerca de 50.000 
millones. 

Tirón del ingreso mínimo 
El servicio de estudios utiliza la últi-
ma actualización de las series de cuen-
tas consolidadas de la Seguridad So-
cial Ampliada (SSA) para incorporar 
la liquidación de los Presupuestos de 
la Seguridad Social de 2024, así como 
un primer avance de los resultados 
de 2025 basado en datos de ejecución 
presupuestaria hasta el pasado mes 
de noviembre.  

Sobre el primer ejercicio, el de 2024, 
se asegura que los ingresos del siste-
ma aumentaron «un más que respe-
table» 7,8%, gracias fundamentalmen-
te al fuerte crecimiento de las trans-
ferencias corrientes del Estado, que 
crecieron un 10,1%. 

Los gastos, sin embargo, aumen-
taron a un ritmo ligeramente supe-
rior a los ingresos como resultado de 
un crecimiento de todas las partidas 
de pensiones superior al 7% y del fuer-
te tirón del ingreso mínimo vital (IMV) 
y las prestaciones familiares (12.6%) 
y por incapacidad temporal (13,4%). 
El análisis explica que en el saldo bá-
sico del sistema (antes de transferen-
cias), su déficit aumentó en más de 
6.000 millones en un año, hasta su-
perar los 67.800 millones o el 4,25% 
del PIB en ese ejercicio en compara-
ción con el anterior. 

Pero ese déficit sin ayuda del Es-
tado siguió creciendo en 2025, año en 
el que los ingresos aumentaron un 
7,2%, hasta los 249.504 millones, y los 
gastos, algo menos, un 6,7% respecto 

El agujero de la Seguridad 
Social: casi 70.000 millones 
sin ayuda de los impuestos  
∑ El apoyo del Estado al organismo  

que paga las pensiones se acerca  
ya a los cuatro puntos del PIB  

∑ La deuda del sistema crece a un ritmo 
de 6.000 millones anuales pese a las 
cuotas extra del mecanismo de equidad

 

SUSANA ALCELAY 

MADRID

Un grupo de jubilados da un paseo el pasado lunes en Bilbao // EFE

126.000 
millones de euros es la deuda 
total que tiene el organismo que 
dirige Elma Saiz.  

8.441 
millones es el déficit del sistema, 
la diferencia entre ingresos y 
gastos, teniendo en cuenta las 
transferencias del Estado. Sin 
ellas, el agujero se agranda hasta 
cerca de 70.000 millones. 

223% 
Es el crecimiento del coste en 
bajas laborales desde 2015, año 
en el que comenzaron su escala-
da. En 2015 superará los 32.000 
millones de euros. 
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El fenómeno de la okupación va en au-
mento en España, hasta el punto de con-
vertirse en una variable más del mer-
cado inmobiliario que condiciona la 
oferta y las decisiones que toman com-
pradores y vendedores. Y en ningún lu-
gar de nuestro país esto es más cierto 
que en Cataluña, región que concentra 
el 40% de los anuncios de viviendas que 
se venden ‘con inquilino’. 

Así se desprende de un estudio pu-
blicado ayer por la plataforma inmobi-
liaria Idealista, que por su posición do-
minante en el sector puede ofrecer ci-
fras solventes. Según este portal, cuatro 
de cada diez casas que se venden oku-
padas –y así se hace constar en los anun-
cios– están en Cataluña; siguen Anda-
lucía (20%), la Comunidad Valenciana 
(11%), Murcia y Madrid (7% ambas). Nin-
guna capital sufre tanto el problema 
como Barcelona, en la que hay 7.307 in-
muebles en esta situación, un dato que 
la sitúa muy por encima de la segunda 
de la lista –Murcia, con 1.658– y la ter-
cera –Madrid, con 1.634–. 

Hasta aquí son cifras de una empre-
sa privada –calculadas a partir de sus 
anuncios–, pero lo cierto es que la esta-
dística de usurpaciones y allanamien-
tos del Ministerio del Interior confirma 
la tendencia. Bien es cierto que en esas 
dos categorías penales caben tanto ocu-
paciones como robos, pero Cataluña ad-
quiere un protagonismo en términos 
estadísticos que es esclarecedor. En 2024 
–el último año analizado–, en esa comu-
nidad autónoma las fuerzas y cuerpos 
de seguridad del Estado atendieron 7.009 
casos de allanamiento u usurpación de 
inmuebles, frente a 16.426 en toda Es-
paña; es decir, un 42% del total. Esto, to-

mando como referencia los ‘hechos co-
nocidos’. Si se analizan los ‘hechos es-
clarecidos’ –en la terminología de Inte-
rior, cuando se ha detenido al autor del 
crimen ‘in fraganti’, se le ha identifica-
do, hay confesión o la investigación ha 
revelado que no hay delito–, Cataluña 
vuelve a liderar con 5.732 en 2024, un 
46% del total (12.263). Es más, en núme-
ro de detenidos esa región concentra el 
72% a nivel nacional, con 8.039 en 2024. 

En opinión de Miguel Ángel Gómez 
Huecas, el presidente de la patronal in-
mobiliaria Fadei (la principal en nues-
tro país), esto se debe a la «inseguridad 
jurídica» generada en esa comunidad 
autónoma, especialmente tras el man-
dato de una alcaldesa en Barcelona –Ada 
Colau– que «era muy laxa y permitió 
que el problema creciera», nos dice. 

Sea como fuere, es una realidad na-
cional y con una tendencia al alza que 
empieza a adquirir tintes dramáticos. 
En 15 años, el número de allanamien-
tos y usurpaciones de inmuebles ‘cono-
cidos’ por las autoridades ha escalado 
un 507%, pasando de 2.702 en 2010 a 
16.426 en 2024. Y para tener cifras más 
recientes, valgan las de Idealista. En el 
cuarto trimestre de 2025 esta platafor-
ma anunció 24.058 viviendas que ve-
nían con inquilino dentro, frente a 23.010 
en el tercero, lo que supone un 4,6% más 
en apenas tres meses. 

«Lejos de ser un fenómeno puntual, 
se está estableciendo como parte del 
paisaje inmobiliario y casi un produc-
to de inversión más», denuncia Fran-
cisco Iñareta, portavoz de Idealista. Des-
de Fadei coinciden con este análisis, 
aunque advierten de que los informes 
de los portales inmobiliarios pueden te-
ner un cierto sesgo debido a que mu-
chos propietarios que tienen la vivien-
da ocupada la venden simplemente 
«para deshacerse de un problema». Sea 
como fuere, es la expresión del mismo 
problema. «Es desolador ver como son 
cada vez más los propietarios que se de-
ciden por vender a pérdidas sus vivien-
das por la falta de seguridad jurídica y 
por no verse respaldados por la justi-
cia», afirma Iñareta.  

Tanto plataformas de afectados como 
inmobiliarias achacan el problema a la 
lentitud de los desalojos y a la última 
Ley de la Vivienda, que dilató los plazos 
al obligar a los propietarios a demos-
trar que una persona no es vulnerable 
antes de poder iniciar el trámite legal, 
explica Gómez Huecas. 

Cataluña lidera la clasificación de de-
salojos pendientes, aunque la compa-
ración entre grandes ciudades revela 
que el problema trasciende fronteras. 
Según Idealista, en Tarragona hasta un 
8,5% de los inmuebles puestos a la ven-
ta en la plataforma se anuncian como 
ocupados. Siguen Gerona (8,1%), Hues-
ca (7,8%), Murcia (7,2%), Almería (6,8%), 
Sevilla (6,5%), Huelva (6,5%), Lérida 
(5,6%), Málaga (3,2%) y Barcelona (3,1%).

Cataluña concentra el 40% 
de la okupación en España 

∑ Idealista y los datos  
de allanamientos de 
Interior revelan que el 
problema se concentra 
en esta comunidad

al ejercicio anterior, 257.945 millo-
nes, lo que supuso un sado negati-
vo de 8.441 millones. Sin embargo, 
el déficit básico continuó su esca-
lada, hasta situarse en cotas supe-
riores a los 69.800 millones de eu-
ros. Mantener la política de apoyo 
con impuestos a las pensiones se 
ha convertido en la garantía de que 
el Estado respalda el sistema pú-
blico y de que este es viable pese a 
sus números rojos que arrastra. 
Ese recurso para tapar los aguje-
ros permite que las pensiones re-
gistren superávit año tras año, aun-
que ficticio. 

La presión de las bajas 
El gasto en pensiones sigue mar-
cando el presupuesto público, pero 
la partida que sigue subiendo mes 
a mes y año a año es la destinada 
a pagar bajas laborales, la denomi-
na incapacidad temporal, una pres-
tación que se ha convertido en un 
quebradero de cabeza para la Ad-
ministración y en una presión aña-
dida para las empresas. Si en 2024 
la partida creció un 13,4%, en 2025 
los gastos por esta prestación si-
guen creciendo a dos dígitos. 

El último informe del Foro Re-
gulación Inteligente publicado por 
ABC aseguraba que las ausencias 
al trabajo se han disparado un 53% 
desde 2019 y su importe para la 
economía asciende a 129.000 mi-
llones, el 8,1% del PIB. Y los empre-
sarios ya han avisado de que 2025 
acabó con más de 9,2 millones de 
bajas, que supondrían un 6% más 
que un año antes y un 135% más 
que en una década.  

Según estos cálculos, adelanta-
dos por este medio, el coste de es-
tos procesos habría sido de 32.800 
millones, lo que supone un incre-
mento del 223,26% más que en 2015, 
año en el que las ausencias al tra-
bajo por enfermedad comenzaron 
su ascenso meteórico tras superar 
España la crisis de 2008. De la can-
tidad total de desembolsos previs-
tos para final de este 2025, 16.011 
millones estarían a cargo de las ar-
cas públicas y otros 16.788 millo-
nes de las empresas. 

El impacto de las bajas en las 
cuentas públicas es evidente, pero 
no es menor en las empresas, te-
niendo en cuenta que en los su-
puestos de enfermedad común o 
de accidente no laboral, el abono 
del subsidio entre los días 4 a 15 de 
baja en el trabajo corre a cargo del 
empresario.  

A partir del decimosexto día de 
baja la responsabilidad del abono 
recae en la Seguridad Social o mu-
tua en su caso, aunque el pago lo 
siga materializando el empresario. 
Es decir, el empresario abona como 
si fuera una nómina y luego el sis-
tema público o la mutua le paga al 
empresario. De esta forma, el tra-
bajador recibe este ingreso como 
si fuera una nómina, descontando 
del importe del subsidio la reten-
ción por IRPF y las cotizaciones a 
la Seguridad Social. Desalojo de un edificio ocupado en Barcelona, en 2018 // EFE

72% 
En 2024 en Cataluña hubo 8.038 
arrestos por usurpación o 
allanamiento, el equivalente a 
siete de cada diez en España 

8,5% 
En Tarragona, casi un 9% de las 
casas que se venden tienen 
‘inquilino’ en ellas, según el 
portal inmobiliario Idealista

INMUEBLES CON 
OKUPAS, EN CIFRAS
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